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Se basa su consulta en solicitar orientación respecto de “1.Qué normatividad (sic) legal, vigente, Leyes, Decretos, Acuerdos, Resoluciones, etc. (sic) Reglamentan los servicios públicos domiciliarios. 2. Bajo qué legislación se separo la vigilancia y control de la SSPD a la Superintendencia de Industria y Comercio. Desde que (sic) fecha, y que (sic) ocurre con las investigaciones en curso. 3. Existen disposiciones de la SSPD que reglamenten la prescripción y/o caducidad de obligaciones y responsabilidades para y con las empresas. 4. Existe reglamentación actual respecto al desarrollo del artículo 79 numeral 12 de la Ley 142 de 1994. 5. Conceptos respecto de la prevalencia del interés general sobre el particular para la prestación del servicio público tanto en área rural como urbana. 6. Existen disposiciones que permitan el acceso a un servicio público domiciliario, de un usuario, cuando existen obligaciones pendientes de las que es ajeno, para contratar el servicio requerido.”
Ahora bien, antes de brindar una respuesta a su solicitud, debemos advertir que la misma se formula con el alcance previsto en el artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la entidad, ni tienen carácter obligatorio ni vinculante.
Así, en relación con su solicitud y teniendo en cuenta que la misma se realiza en términos generales, hemos de indicarle lo siguiente respecto de su cuestionario:
1. Qué normatividad legal, vigente, Leyes, Decretos, Acuerdos, Resoluciones, etc. Reglamentan los servicios públicos domiciliarios.
Ahora bien, para examinar la normativa relacionada con la prestación de servicios públicos domiciliarios, es forzoso acudir, en primera instancia, a su fuente constitucional, en especial a los artículos 1, 2, 334 y 365 de la Constitución Política.
Los artículos 1 y 2 de la Carta Fundamental disponen que Colombia se configura como Estado Social de Derecho, fundado entre otros pilares, en el respeto de la dignidad humana y en el trabajo, y que tiene entre otras finalidades servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.
Por su parte, el artículo 365 de la Constitución consagra en su inciso primero que los servicios públicos son inherentes a la finalidad social del Estado, razón por la cual éste debe asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional, eficiencia que implica que se presten con amplia cobertura, calidad y tarifas razonables, en los términos fijados por la ley, como lo ordena el artículo 367 de la Carta Política, y como lo ha precisado en diferentes oportunidades la Corte Constitucional2
Por otra parte, de conformidad con el 334 de la Carta Política, al Estado, como director general de la economía, además de las directrices generales indicadas en esta norma, se le encomienda por mandato de la ley, intervenir de manera especial para asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios básicos, y los servicios públicos domiciliarios son unos de ellos.
Teniendo en cuenta los anteriores principios constitucionales, el Congreso de la República expidió la Ley 142 de 1994, que viene a constituirse en el marco normativo general aplicable frente a la prestación de los servicios públicos domiciliarios señalados en el artículo 1 de esta misma Ley. Dichos servicios, definidos en el artículo 14 de la Ley 142 de 1994, son los de acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, gas combustible, telefonía pública básica local conmutada, y telefonía móvil en el sector rural3.
Además, en esta ley se señalan, entre otras cosas, los principios generales que deben regir la prestación de servicios públicos domiciliarios, se definen estos y sus prestadores autorizados, se señalan algunos aspectos relacionados con la prestación y el régimen tarifario y se definen cuales son las autoridades públicas que tienen que ver con la prestación de los servicios en ella definidos.
Entre las autoridades citadas en la norma, se cuenta la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, quien por mandato constitucional y legal se encarga de la inspección, vigilancia y control de los prestadores de servicios públicos domiciliarios, así como de la protección de los usuarios de tales servicios.
De igual forma, la Ley 142 de 1994 dispuso la creación de (3) tres comisiones de regulación encargadas de la definición de aspectos puntuales relativos a la prestación de servicios públicos domiciliarios. Dichas comisiones de regulación se encargan de expedir actos administrativos regulatorios frente a los servicios públicos domiciliarios a ellas encomendados, y son las de Energía y Gas Combustible – CREG –, la de Acueducto, Alcantarillado y Aseo – CRA, y la de Telecomunicaciones - CRT –4. 
También debe señalarse que en materia de acueducto y alcantarillado existen los Decretos 302 de 2000, el cual reglamenta la ley 142 de 1994 en estas materias, y el Decreto 1013 de 2005 el cual establece la metodología aplicable a los subsidios y las contribuciones, entre otros.
Es importante mencionar también a la Ley 689 de 2001 por medio de la cual se reforma la Ley 142 de 1994, así como al Decreto 990 de 2002 en el que se señalan de manera detallada las funciones y estructura de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
Muchas otras normas, aparte de las citadas, tienen relación con la prestación de servicios públicos domiciliarios y deben ser acatadas tanto por las empresas como por los usuarios en curso de su relación jurídica. Ahora bien, la Superintendencia de Servicios Públicos ha hecho una relación de algunas de dichas normas que usted puede consultar en la siguiente dirección electrónica:
http://www.superservicios.gov.co/siteSSPD/documentos/documentos_pub/127_1112.pdf.
2. Bajo qué legislación se separo la vigilancia y control de la SSPD a la Superintendencia de Industria y Comercio. Desde que (sic) fecha, y que (sic) ocurre con las investigaciones en curso.
Entendiendo que su pregunta se orienta a normativa en materia de protección de la competencia, podemos indicarle que la Ley 1340 de 2009 “Por medio de la cual se dictan normas en materia de protección de la competencia” creó la denominada “Autoridad Nacional de Protección de la Competencia”. Así, el artículo 6° de la mencionada ley indica lo siguiente:
ARTÍCULO 6o. AUTORIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN DE LA COMPETENCIA. La Superintendencia de Industria y Comercio conocerá en forma privativa de las investigaciones administrativas, impondrá las multas y adoptará las demás decisiones administrativas por infracción a las disposiciones sobre protección de la competencia, así como en relación con la vigilancia administrativa del cumplimiento de las disposiciones sobre competencia desleal. (...)” (Subrayado fuera de texto)
Así mismo, el artículo 33 de la mencionada Ley 1340 de 2009 indica:
“ARTÍCULO 33. TRANSITORIO. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN. Las autoridades de vigilancia y control a las que excepcionalmente la ley haya atribuido facultades específicas en materia de prácticas restrictivas de la competencia y/o control previo de integraciones empresariales, continuarán ejerciendo tales facultades durante los seis (6) meses siguientes a la vigencia de esta ley, de conformidad con los incisos siguientes.
Las investigaciones que al finalizar el término establecido en el inciso anterior se encuentren en curso en materia de prácticas restrictivas de la competencia continuarán siendo tramitadas por dichas autoridades. Las demás quejas e investigaciones preliminares en materia de prácticas restrictivas de la competencia deberán ser trasladadas a la Superintendencia de Industria y Comercio.
Las informaciones sobre proyectos de integración empresarial presentadas ante otras autoridades antes de finalizar el mismo término, serán tramitadas por la autoridad ante la que se radicó la solicitud. Con todo, antes de proferir la decisión, la autoridad respectiva oirá el concepto del Superintendente de Industria y Comercio.” (Subrayado fuera de texto)
De esta forma, en materia de prácticas restrictivas de la competencia la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios -SSPD- continuó ejerciendo sus facultades durante los 6 meses siguientes a la entrada en vigencia de la Ley 1340 de 2009, y las investigaciones que al finalizar dicho período continuaron en curso en materia de prácticas comerciales restrictivas, continúan siendo tramitadas por la SSPD. En todo caso, al culminar los 6 meses de entrada en vigencia de la Ley 1340 de 2009, las demás quejas e investigaciones preliminares en materia de prácticas restrictivas de la competencia se trasladarán a la SIC.5
De igual forma es importante anotar que la Ley 1340 de 2009 no estableció período de transición alguno en lo relativo a competencia desleal, indicando expresamente en su artículo 6° lo siguiente:
"ARTÍCULO 6o. AUTORIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN DE LA COMPETENCIA. La Superintendencia de Industria y Comercio conocerá en forma privativa de las investigaciones administrativas, impondrá las multas y adoptará las demás decisiones administrativas por infracción a las disposiciones sobre protección de la competencia, así como en relación con la vigilancia administrativa del cumplimiento de las disposiciones sobre competencia desleal.(Negrilla y subrayado fuera de texto)
PARÁGRAFO. Para el cumplimiento de este objetivo las entidades gubernamentales encargadas de la regulación y del control y vigilancia sobre todos los sectores y actividades económicas prestarán el apoyo técnico que les sea requerido por la Superintendencia de Industria y Comercio.
De esta forma, a partir de la entrada en vigencia de la mencionada ley los expedientes que se referían a temas de competencia desleal fueron trasladados a la SIC para lo de su competencia, en atención al alcance del artículo 6° de la Ley 1341 de 2009.6
3. Existen disposiciones de la SSPD que reglamenten la prescripción y/o caducidad de obligaciones y responsabilidades para y con las empresas.
Al respecto nos permitimos informarle que dentro de las facultades otorgadas a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios y que figuran en la Ley 142 de 1994, en especial en el artículo 79, no le fueron conferidas a esta entidad facultades reglamentarias relacionadas con la materia que usted solicita.
En todo caso, y si su pregunta se refiere a temas relacionados con la factura de servicios públicos domiciliarios, respecto de dicha materia esta Superintendencia se pronunció a través del Concepto Unificado No. 3 de 2009- Concepto SSPD OJU 2009-03, en cuyo numeral 6, refiriéndose al mérito ejecutivo de la factura, desarrolla la factura como título ejecutivo y la prescripción. Respecto de esta última figura, esta Entidad indicó lo siguiente:
El fenómeno de la prescripción, es un modo de extinción de las obligaciones por el cual se extinguen las acciones y derechos ajenos por no ejercitar las mismas durante cierto tiempo7 y dependiendo si se trata de un título ejecutivo o de un titulo valor la prescripción opera de manera diferente.
Así las cosas, se tiene que la prescripción de la acción cambiaria opera para los títulos valores y de ella se ocupa el Código de Comercio, al paso que para la prescripción de los títulos ejecutivos opera la prescripción de la acción ejecutiva y de ella se ocupa nuestro Código Civil.
La factura cambiaria es considerada por nuestro ordenamiento jurídico como título valor, por ende la prescripción de la acción cambiaria por expresa remisión del artículo 789 del Código de Comercio es de tres años.
La factura de servicios públicos por considerarse un título ejecutivo y no un título valor, se predica respecto de la misma la prescripción de la acción ejecutiva de que trata el artículo 2536 del Código Civil modificado por el artículo 8o de la Ley 791 de 2002, esto es, de cinco (5) años.
En este orden de ideas, frente a la factura expedida por las Empresas Prestadoras de Servicios Públicos Domiciliarios, no pueden predicarse las acciones ni las excepciones cambiarias sino que tan sólo serán de recibo las excepciones ejecutivas derivadas de la naturaleza de título ejecutivo.
Así las cosas, la acción ejecutiva de las obligaciones contenidas en la factura de servicios públicos como título ejecutivo es de 5 años contados a partir de su expedición y en todo caso la acción ordinaria de las obligaciones derivadas del contrato de servicios públicos será de 10 años8”
Si desea obtener más información respecto del concepto SSPD unificado OJU 2009-03 lo invitamos a consultar nuestra página Web www.superservicios.gov.co

 HYPERLINK "http://www.superservicios.gov.co/"  .
4. Existe reglamentación actual respecto al desarrollo del artículo 79 numeral 12 de la Ley 142 de 1994.
El numeral 12 del artículo 79 de la Ley 142 de 1994 indica:
“ARTÍCULO 79. FUNCIONES DE LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS. Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001. Las personas prestadoras de servicios públicos y aquellas que, en general, realicen actividades que las haga sujetos de aplicación de las Leyes 142 y 143 de 1994, estarán sujetos al control y vigilancia de la Superintendencia de Servicios Públicos. Son funciones de esta las siguientes:
(…) Adjudicar a las personas que iniciaron, impulsaron o colaboraron en un procedimiento administrativo, tendiente a corregir violaciones de las normas relacionadas especialmente con los servicios públicos, una parte de las multas a la que se refiere el numeral 81.2 del artículo 81 de la Ley 142 de 1994, para resarcirlos por el tiempo, el esfuerzo y los gastos y costos en que hayan incurrido o por los perjuicios que se les hayan ocasionado. Las decisiones respectivas podrán ser consultadas a la Comisión de Regulación del servicio público de que se trate. Esta adjudicación será obligatoria cuando la violación haya consistido en el uso indebido o negligente de las facturas de servicios públicos, y la persona que inició o colaboró en el procedimiento haya sido el perjudicado.”
Así, en ejercicio de las facultades legales otorgadas mediante el literal f) del artículo 8° del Decreto 1429 de 19959 y del trascrito artículo 79.12 de la Ley 142 de 1994, la SSPD profirió la Resolución 000668 de 2004 “Por la cual se expide la reglamentación relativa a la adjudicación del incentivo previsto en el numeral 12 del artículo 79 de la Ley 142 de 1994 y se deroga la Resolución SSPD 6672 del 24 de diciembre de 2003”, la cual también podrá consultar en nuestra página Web.
5. Conceptos respecto de la prevalencia del interés general sobre el particular para la prestación del servicio público tanto en área rural como urbana.
Al respecto lo invitamos a consultar en nuestra página web el concepto SSPD unificador OJU 2009-01 que, entre otros, indica que el acceso a los servicios públicos domiciliarios puede presentar restricciones físicas o financieras que la propia normativa desde el nivel constitucional ha reconocido. En otros casos, la misma ley ha impuesto limitaciones por razones de prevalencia del interés general y en defensa de otros bienes jurídicos tutelados de orden constitucional prevalente, como la protección de un ambiente sano, el ordenamiento urbano, el derecho a la propiedad, la seguridad, la salubridad, el orden público y hasta la propia vida.
No obstante, en cada caso corresponde a las autoridades hacer las evaluaciones objetivas correspondientes con el fin de garantizar el derecho de acceso a los servicios públicos previsto tanto en la Constitución, como en la ley 142 de 1994.
También la jurisprudencia ha reconocido que en ciertos eventos hay limitaciones para el acceso a los servicios públicos, como lo hizo la Corte Constitucional en la Sentencia T- 019 de 2002:
¨Ahora bien, a más de las condiciones jurídicas que el suscriptor potencial debe satisfacer, el inmueble correspondiente debe cumplir con los requisitos y calidades tanto físicos como técnicos que al respecto determinen las empresas con arreglo a los cánones legales y reglamentarios. De tal suerte que, por ejemplo, no podría celebrar el contrato de servicios públicos una persona que pese a su capacidad negocial habite o utilice de manera permanente un inmueble que amenaza ruina o presenta inestabilidades que atentan gravemente contra su integridad física. (arts. 129 y 139.2, ley 142 de 1994). En esta perspectiva las empresas podrán negar las solicitudes de servicios por razones de carácter técnico y/o por no encontrarse dentro del programa de inversiones de la empresa, a menos que en este último evento el interesado asuma los costos que adicionalmente se causen. (Art. 3 decreto 1842 de 1991; art. 9.3 ley 142 de 1994). En todo caso debe observarse que el derecho a la prestación del servicio está condicionado al pago de las tarifas de conexión a que haya lugar y a la posibilidad técnica de la prestación del mismo. (Art. 4 decreto 1842 de 1991).”
La Corte Constitucional por vía jurisprudencia ha reconocido que el derecho al acceso a los servicios públicos domiciliarios es un derecho prestacional de contenido pragmático, es decir, que para el acceso efectivo al mismo se deben tener en cuenta variables de tipo político y económico, que dependen de la planificación gubernamental y de las disposiciones presupuestales. La expansión en la cobertura queda también supeditada a las metas de gobierno. (Sentencia T-207 de 1995).
De igual forma, la Jurisprudencia de la Corte constitucional respecto al tema del acceso a los servicios públicos domiciliarios, ha desarrollado el tema del tratamiento en condiciones de igualdad a los usuarios en las sentencias T-564 de 1993 y T-432 de 1992, entre otras.
También puede consultar conceptos tales como el SSPD OJ 2001-334, SSPD OJ 2009-268, SSPD 2009-938, entre otros, que podrá consultar en nuestra página Web.
6. Existen disposiciones que permitan el acceso a un servicio público domiciliario, de un usuario, cuando existen obligaciones pendientes de las que es ajeno, para contratar el servicio requerido
El rompimiento de la solidaridad en los servicios públicos domiciliarios fue desarrollada ampliamente por parte de esta Superintendencia a través de la Circular Interna 007 de 2006 y por parte de esta Oficina a través del Concepto SSPD OJ 2009-662, los cuales podrá consultar en nuestra página Web.
Así, en el citado concepto se explicó que la figura de la solidaridad se encuentra consagrada en el artículo 130 de la Ley 142 de 1994 así:
“Artículo 130. Partes del Contrato. (modificado por el artículo 18 de la Ley 689 de 2001) Son partes del contrato la empresa de servicios públicos, el suscriptor y/o usuario.
El propietario o poseedor del inmueble, el suscriptor y los usuarios del servicio son solidarios en sus obligaciones y derechos en el contrato de servicios públicos.
(...) Parágrafo. Si el usuario o suscriptor incumple su obligación de pagar oportunamente los servicios facturados dentro del término previsto en el contrato, el cual no excederá dos períodos consecutivos de facturación, la empresa de servicios públicos estará en la obligación de suspender el servicio. Si la empresa incumple la obligación de la suspensión del servicio se romperá la solidaridad prevista en esta norma.” (Subrayado fuera de texto).
Lo anterior implica que en aquellos casos en que el usuario de un servicio público domiciliario sea diferente al propietario o poseedor del inmueble, entre el uno y el otro se genera la figura jurídica de la solidaridad, por concepto de las deudas generadas por la prestación del servicio; de esta forma, la empresa prestadora tiene la facultad de cobrar dichas deudas tanto al usuario del servicio, como al propietario del inmueble.
De otra parte, conforme lo dispuesto en el parágrafo del artículo 130 citado, es obligación de la empresa suspender el servicio por el no pago del mismo, dentro del término estipulado en el contrato de condiciones uniformes, sin que este exceda los dos periodos de facturación cuando esta sea bimestral y de tres periodos cuando esta sea mensual. Ahora bien, si la empresa no cumple con su obligación de suspender el servicio, la consecuencia es que la solidaridad mencionada se rompe y únicamente se podrá exigir el pago de las deudas originadas en el contrato a quien sea el usuario del servicio.
Con relación a lo expuesto, debe tenerse en cuenta también lo establecido en el artículo 140 de la Ley 142 de 1994, el cual consagra igualmente el deber que tienen las empresas prestadoras de servicios públicos de suspender el servicio frente a la mora en el pago por parte de los usuarios:
“Artículo 140. Modificado Art. 19 de la Ley 689 de 2001. Suspensión por Incumplimiento. El incumplimiento del contrato por parte del suscriptor o usuario da lugar a la suspensión del servicio en los eventos señalados en las condiciones uniformes del contrato de servicios y en todo caso en los siguientes:
La falta de pago por el término que fije la entidad prestadora, sin exceder en todo caso de dos (2) períodos de facturación en el evento en que ésta sea bimestral y de tres (3) períodos cuando sea mensual y el fraude a las conexiones, acometidas, medidores o líneas. (...)”.
Con relación a la norma citada, la Corte Constitucional, en sentencia T-723 de 2005, manifestó lo siguiente:
“Lo anterior significa que cuando no se cancela oportunamente la prestación del servicio público domiciliario, las empresas prestadoras tienen la obligación de suspenderlo máximo al vencimiento del tercer periodo de facturación. Esta Corporación ha señalado que esa exigencia no sólo constituye una garantía para la empresa, quien ejerce un mecanismo legítimo de coacción que le permite asegurar el pago del crédito, sino que constituye también una garantía para los propietarios de los inmuebles, en el evento en que sus arrendatarios incurran en mora en el pago de sus obligaciones, pues con esta medida se evita el incremento de la deuda.
(...) La Corte también ha explicado las consecuencias que se derivan del incumplimiento de las obligaciones a cargo de la empresa prestadora de servicios públicos. Al respecto ha señalado, que los propietarios de un inmueble tienen derecho a obtener la reconexión del servicio, previo el pago únicamente de las tres primeras facturaciones, más los gastos de reinstalación y reconexión, así como los recargos por dicho concepto. (...)”.
Igualmente, mediante sentencia T-490 de 2003, la Corte Constitucional señaló lo siguiente:
“(...) Significa ello que cuando no se cancela oportunamente la prestación de un servicio público domiciliario, las empresas prestadoras tienen la obligación de suspender, máximo al vencimiento del tercer periodo de facturación, el suministro del servicio por ellas ofrecido. Y como ha sido explicado por la Corte, esa exigencia no sólo constituye una garantía para la empresa, quien ejerce un mecanismo legítimo de coacción que de alguna manera le permite asegurar el pago de un crédito, sino que constituye también una garantía para los propietarios de los inmuebles, en el evento en que sus arrendatarios incurran en mora en el pago de sus obligaciones, pues con ello se evita que la deuda incremente en el tiempo sin ninguna consecuencia.
(...) 9.Todo lo anterior permite concluir que las empresas de servicios públicos tienen la obligación de suspender el servicio a más tardar al tercer periodo de mora en el pago; que en caso de no hacerlo deben asumir directamente la responsabilidad por su negligencia; y que en estos eventos, para la reconexión del servicio solamente pueden exigir el pago de los tres periodos iniciales, así como los gastos de reconexión, reinstalación y los recargos en mora.”
De conformidad con lo señalado hasta ahora, una empresa pública que ha dejado acumular más de tres periodos sin realizar la suspensión del servicio, puede proceder a solicitar a la autoridad judicial competente el cobro de hasta los tres (3) primeros periodos, más los intereses de mora y los cargos de reconexión y reinstalación”.(Subrayado fuera de texto).
De esta manera, es claro que al ser una obligación de las empresas prestadoras de servicios Públicos el proceder con la suspensión del servicio frente a la mora en el pago de las facturas por parte de los usuarios, máximo al vencimiento del segundo periodo de facturación para el caso de cobros bimensuales, o al tercer periodo cuando se trate de facturación mensual, su incumplimiento trae como consecuencia que aparte de la ruptura de la solidaridad según lo ya expuesto, los usuarios tengan derecho a la reconexión del servicio, pagando únicamente las dos o tres primeras facturaciones, según sea el caso, más los gastos de reinstalación, reconexión y recargos por mora; igualmente, las empresas prestadoras solo podrán cobrar judicialmente los dos (2) o tres (3) primeros periodos, según lo explicado, más los intereses de mora y los cargos de reconexión y reinstalación.
Por otra lado, existe otra causal legal de rompimiento de la solidaridad en servicios públicos, la cual opera respecto de los inmuebles objeto de contrato de arrendamiento URBANO, cuando el arrendador denuncia el respectivo contrato y aporta una garantía, de acuerdo a lo establecido en en la Ley 820 de 2002 (Ley de arrendamiento de vivienda urbana) y su Decreto reglamentario 3130 de 2003, evento en el cual el arrendador no queda vinculado solidariamente frente a los contratos de prestación de servicios públicos que pueda suscribir o ejecutar el arrendatario.
Finalmente, a continuación se señalan otras excepciones a la aplicación de la solidaridad, las cuales para efectos informativos se enuncian a continuación10
1. No existe solidaridad si el contrato de servicios públicos no está vigente al momento de la enajenación del inmueble.
2. En los acuerdos de pago en que no está el propietario11.
3. Si el prestador instala nuevos servicios adicionales y el inmueble está en mora.
4. Se rompe la solidaridad respecto de las sanciones administrativas por anomalías o fraudes cuando habiendo suspendido el servicio, el usuario se reconecta fraudulentamente.
5. No existe solidaridad si el arrendatario garantiza el pago del servicio.
6. Se rompe la solidaridad respecto de servicios públicos solicitados por un tercero distinto al propietario.
7. Si el suscriptor se libera de sus obligaciones contractuales.
8. La solidaridad no se aplica a facilidades comerciales que se cobren a través de la factura.
9. No existe solidaridad entre coarrendatarios salvo que estos sean a la vez usuarios del servicio.
10. No existe ruptura de solidaridad para el servicio de aseo, dada la imposibilidad e suspensión del mismo.
11. Se rompe la solidaridad cuando se adjudica un bien dentro de un proceso de restructuración empresarial.
Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: www.superservicios.gov.co/basedoc/. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 
MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica
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TEMA: General de servicios públicos domiciliarios. Cuestionario: “!1.Qué normatividad legal, vigente, Leyes, Decretos, Acuerdos, Resoluciones, etc. Reglamentan los servicios públicos domiciliarios. 2. Bajo qué legislación se separo la vigilancia y control de la SSPD a la Superintendencia de Industria y Comercio. Desde que (sic) fecha, y que (sic) ocurre con las investigaciones en curso. 3. Existen disposiciones de la SSPD que reglamenten la prescripción y/o caducidad de obligaciones y responsabilidades para y con las empresas. 4. Existe reglamentación actual respecto al desarrollo del artículo 79 numeral 12 de la Ley 142 de 1994. 5. Conceptos respecto de la prevalencia del interés general sobre el particular para la prestación del servicio público tanto en área rural como urbana.6. Existen disposiciones que permitan el acceso a un servicio público domiciliario, de un usuario, cuando existen obligaciones pendientes de las que es ajeno, para contratar el servicio requerido.”
2 CORTE CONSTITUCIONAL, M.P. MARTÍNEZ CABALLERO Alejandro, T-406/1993. 
3 De conformidad con lo dispuesto en la Ley 1341 de 2009, la Ley 142 de 1994, salvo contadas excepciones, es inaplicable frente a los servicios de telecomunicaciones, así como frente a sus prestadores.
4 Como se señalo anteriormente, a los servicios de telecomunicaciones, por virtud de lo dispuesto en la Ley 1341 de 2009, no les es aplicable la Ley 142 de 1994. Por otra parte, debe señalarse que la Ley 1341 de 2009 reemplaza a la CRT por la Comisión de Regulación de Comunicaciones – CRC.
5 Lo anterior de conformidad con providencia del 15 de octubre de 2009 proferida por parte del Consejo de Estado a través de la Sala de Consulta y Servicio Civil.
6Ibídem

7 Art. 2535 CC LA PRESCRIPCIÓN COMO MEDIO DE EXTINGUIR LAS ACCIONES JUDICIALES: La prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no se hayan ejercido dichas acciones. Se cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho exigible
8Artículo 2536 del Código Civil, modificado por el artículo 8 de la Ley 791 de 2002.
9 “Por el cual se reglamenta el Capítulo I del Título V de la Ley 142 de 1994, en relación con el Control Social de los Servicios Públicos Domiciliarios.”
10 Circular Interna SSPD 007 de 2006.
11 En el evento en que la empresa suscriba acuerdos de pago con los arrendatarios, en los que no se haya hecho parte el propietario del inmueble arrendado, éste no será responsable solidario del pago de lo que se adeuda. Esto debido a que el acuerdo de pago es un contrato distinto al de condiciones uniformes respecto del cual no existe solidaridad. Si el usuario incumple el acuerdo de pago, la empresa puede proceder a la ejecución de la obligación derivada de aquel, pero ello no da lugar a la suspensión del servicio, siempre y cuando el usuario esté cumpliendo con el pago oportuno de las facturas generadas con posterioridad al acuerdo. Si el usuario que suscribe un acuerdo de pago, en el cual no es parte el propietario, incumple el acuerdo de pago y se atrasa en el pago de las facturas del servicio generadas con posterioridad a la firma del cuerdo de pago, el propietario solo será solidario con relación a estas últimas. El incumplimiento en el pago oportuno exige que la empresa suspenda el servicio por esta causa, de conformidad con el contrato de condiciones uniformes”.En conclusión, las deudas derivadas de acuerdos de pago sólo se pueden exigir de la persona o personas que los hayan suscrito. 
Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo emitió. 
